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			1. NORMATIVA SOBRE IGUALDAD DE GÉNERO
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			La superación de las desigualdades existentes entre mujeres y hombres es un eje clave de actuación en todos los ámbitos de intervención de los poderes públicos. Aunque siempre han existido corrientes y tendencias que proclamaban la igualdad entre mujeres y hombres, no se ha generalizado y se ha tratado como un problema de primera necesidad, involucrando a los Estados y a los poderes públicos a la adopción de medidas reales encaminadas a su total erradicación hasta después de la II Guerra Mundial, es decir, hasta mediados del siglo XX.

			1.1. Normativa en el Derecho Internacional

			Como acabamos de referenciar los primeros pronunciamientos para la eliminación de todas las formas de discriminación hacia la mujer, provienen de la mano de la Organización de las Naciones Unidas, y vienen conformados por la Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer de 1967, la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer de 1979 y el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer que tiene como función vigilar la aplicación de la Convención por los Estados que la han suscrito; entre ellos, España. En la Convención se declara que la discriminación contra las mujeres vulnera los principios de igualdad de derechos y de respeto a la dignidad humana, dificultando la plena participación de las mujeres en la vida política, social, económica y cultural.
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			En esta línea, las cuatro conferencias mundiales sobre la mujer celebradas en el marco de la Organización de las Naciones Unidas –la primera de ellas celebrada en México en el año 1975, y las posteriores: Copenhague 1980, Nairobi 1985 y Pekín 1995–, han contribuido a situar la causa de la igualdad de género en primera línea del debate mundial. La Declaración y la Plataforma de Acción de la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer de 1995 han establecido las dos estrategias fundamentales para el desarrollo eficaz de las políticas de igualdad de mujeres y hombres, la transversalidad de género y la representación equilibrada.

			1.2. Normativa en el ámbito de la Unión Europea

			Estas dos estrategias han sido asumidas por la Unión Europea que ha realizado un enorme esfuerzo por alcanzar una igualdad real. Resultado de ese objetivo se han adoptado numerosas directivas, recomendaciones, resoluciones y decisiones relativas a la igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres, habiéndose desarrollado igualmente diversos programas de acción comunitaria para la igualdad de oportunidades. El Tratado de Ámsterdam, aprobado por el Consejo Europeo de Ámsterdam el 16 y 17 de junio de 1997, en sus modificaciones al Tratado de Roma de 25 de marzo de 1957, constitutivo de la Comunidad Europea, incluye en su artículo 2 una referencia específica a la igualdad entre el hombre y la mujer como misión de la Comunidad. Igualmente, en el apartado 2 del artículo 3 se incorpora el objetivo de eliminar las desigualdades entre el hombre y la mujer y promover su igualdad, que deberá inspirar todas las acciones y políticas comunitarias. También hay que destacar que los artículos 20 y 21 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea establecen tanto el principio de igualdad ante la ley como la prohibición de discriminación. Además, la Carta contiene un artículo específico, el 23, dedicado a la igualdad entre mujeres y hombres y a las acciones positivas como medidas compatibles con la igualdad de trato. Asimismo, se han aprobado normas comunitarias específicas, como la Directiva 2002/73/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de septiembre de 2002, relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo, y la Directiva 2004/113/CE del Consejo, de 13 de diciembre de 2004, por la que se aplica el principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres al acceso a bienes y servicios y su suministro, y la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación.

			1.3. Normativa en el Derecho Estatal Español

			La Constitución Española, aunque responde a un momento en el que todavía no se había desarrollado la sensibilidad social presente, proclama en su artículo 14, como valor superior del ordenamiento jurídico, la igualdad de toda la ciudadanía ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de sexo. Por su parte, el artículo 9.2 establece la obligación de los poderes públicos de promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas. A estos preceptos constitucionales hay que unir la cláusula de apertura a las normas internacionales sobre derechos y libertades contenida en el artículo 10.2, las previsiones del artículo 96, integrando en el ordenamiento interno los tratados internacionales publicados oficialmente en España; y el artículo 93, autorizando las transferencias de competencias constitucionales a las organizaciones supranacionales mediante la aprobación de una ley orgánica.
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			La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres, constituye el marco de desarrollo del principio de igualdad de trato, incorpora sustanciales modificaciones legislativas para avanzar en la igualdad real de mujeres y hombres y en el ejercicio pleno de los derechos e implementa medidas transversales que inciden en todos los órdenes de la vida política, jurídica y social, a fin de erradicar las discriminaciones contra las mujeres.

			El proceso de descentralización, que a partir del texto constitucional conduce al Estado autonómico, conlleva que sean diversos los poderes públicos que tienen que proyectar y desarrollar políticas de promoción de la igualdad de oportunidades. La Comunidad Autónoma de Andalucía asume en el Estatuto de Autonomía para Andalucía un fuerte compromiso en esa dirección como analizaremos posteriormente en nuestra exposición.

			La Constitución española supone un hito fundamental, nació con la necesidad de un avance en el reconocimiento y garantía de derechos para los ciudadanos, obliga al constituyente a configurar nuestra norma fundamental como la guía idónea para la consecución de un marco democrático de derecho donde se manifiesten, reconozcan y garanticen las libertades y derechos de todos los ciudadanos. Y supone la declaración jurídica de la igualdad de todos los ciudadanos y por ende la igualdad entre mujeres y hombres.

			Dos son los preceptos fundamentales recogidos en la Constitución de 1978 a tener en cuenta en esta materia. De un lado el artículo 9.2: “Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”. Y de otro lado el artículo 14, según el cual, los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 

			Aunque el problema de la desigualdad sigue existiendo en nuestro país, hay que reconocer los avances conseguidos y los esfuerzos realizados por los poderes públicos españoles mediante políticas activas para la consecución de una mejor y mayor integración de los diferentes colectivos sufridores de desigualdad y discriminación. 

			A pesar de que estos son los artículos fundamentales en los que se ha basado la regulación posterior para la consecución de la igualdad entre mujeres y hombres. La Constitución alude en otros artículos a la igualdad entre la mujer y el hombre, entre ellos, destacamos, el al artículo 32: El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica 

			Así pues, sabemos que la igualdad entre mujeres y hombres es un principio jurídico universal reconocido en diversos textos internacionales sobre derechos humanos ya mencionados. De la misma forma, la igualdad es, como hemos referido en el epígrafe anterior, un principio fundamental en la Unión Europea y es un eje fundamental en nuestra propia Constitución. Sin embargo, el pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, aun habiendo comportado, sin duda, un paso decisivo, ha resultado ser insuficiente para conseguir la igualdad real: la violencia de género, la discriminación salarial, la discriminación en las pensiones de viudedad, el mayor desempleo femenino, la todavía escasa presencia de las mujeres en puestos de responsabilidad política, social, cultural y económica, o los problemas de conciliación entre la vida personal, laboral y familiar muestran cómo la igualdad plena, efectiva, entre mujeres y hombres, es todavía hoy una tarea pendiente que precisa de nuevos instrumentos jurídicos.

			Resulta necesaria, en efecto, una acción normativa dirigida a combatir todas las manifestaciones aún subsistentes de discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo y género; y a promover la igualdad real entre mujeres y hombres, con remoción de los obstáculos y estereotipos sociales que impiden alcanzarla. 

			Hay que tener en cuenta, en este sentido, la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombre. La mayor novedad de esta Ley radica, en la prevención de las conductas discriminatorias y en la previsión de políticas activas para hacer efectivo el principio de igualdad. Ello implica necesariamente su proyección sobre los diversos ámbitos del ordenamiento de la realidad social, cultural y artística en que pueda generarse o perpetuarse la desigualdad. De ahí la consideración de la dimensión transversal de la igualdad. A partir de dicha norma, que supone, en parte la transposición de las Directivas europeas ya mencionadas se ha establecido el marco jurídico para que las distintas administraciones, todas ellas involucradas en la consecución de la igualdad de género no solo formal sino también real, desarrollen y contribuyan al logra este objetivo primordial en una sociedad avanzada como la nuestra.
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